
5 medidas clave
para invertir en
seguridad pública



Antecedentes:

En este informe se plantean 5 propuestas de inversión para abordar líneas de acción relevantes en ma-
teria de seguridad pública: prevención, fiscalización y persecución de delitos. El costo total de esta pro-
puesta es de USD 903.2 millones, equivalente al 27% del presupuesto del Ministerio de Interior y Seguri-
dad Pública.

1. Adquisición de 360 drones para implementar unidades de vigilancia aérea en 
las 120 comunas priorizadas del Plan Nacional de Seguridad Municipal.

Descripción: Las comunas de más altos ingresos en Chile han implementado distintas estrategias para 
combatir la delincuencia. Comunas como Las Condes, Lo Barnechea, Vitacura o Providencia invierten, 
en promedio, más de 13 mil millones de pesos al año en seguridad. En cambio, los municipios con menos 
recursos deben enfrentar la nueva criminalidad con herramientas obsoletas, poco eficientes y de baja 
tecnología. En promedio, el 50% de los municipios en Chile invierte menos de $3.500 pesos en seguridad 
pública por habitante al año. La comuna de Las Condes invierte cerca de $50.000 al año por habitante 
en seguridad pública, 14 veces más que la mayoría de las comunas del país.

Se propone crear unidades de vigilancia aérea en las comunas del país que menos recursos disponen 
para invertir en seguridad, mediante la entrega de drones de última generación para el control preven-
tivo y fiscalización de incivilidades.

El Estado central proveerá los instrumentos y los municipios deberán asumir el costo de mantención y 
operación de los drones.

Propuesta: Adquirir 360 drones con cámaras térmicas, equipados con tecnología de punta y capacidad 
para operar de noche.
 
Costo estimado: USD 4 millones. Equivalente al 25% de los recursos destinados anualmente a las 120 
comunas priorizadas por el Plan Nacional de Seguridad Municipal impulsado por la Subsecretaria de 
Prevención del Delito el años 2024.

2. Adquisición de 5 vehículos blindados Bastión para la macrozona norte del 
país. (3 mil millones de pesos)
Descripción: Durante el año 2023, en la macrozona norte se decomisaron
61.2 toneladas de drogas, equivalentes al 65% de las incautaciones a nivel nacional. La regiones de Arica 
y Parinacota, Tarapacá, Antofagasta, Atacama y Coquimbo, necesitan una fuerte inyección de recur-
sos para enfrentar el narcotráfico y el crimen organizado. Por eso, se propone la adquisición de 5 carros 
blindados Bastión de la empresa Arquus para intervenciones tácticas en las regiones de la macrozona 
norte del país.

Propuesta: Adquirir 5 vehículos blindados Bastión de la marca Arquus, utilizados por el GOPE.

Costo estimado: USD 3.2 millones.

3. Construcción de 5 nuevas cárceles.
Descripción: Chile atraviesa una crisis carcelaria sin precedentes. Al año 2024, según el CEP, la tasa de 
ocupación de las cárceles en el país es de 135%. Desde el año 2019 al 2024, hubo un aumento de 3.7% en 
la capacidad carcelaria o aumento de plazas para el cumplimiento de penas privativas de libertad en 
régimen cerrado. En tanto, la población penal en régimen cerrado aumentó un 42% en el mismo perio-
do. La situación es dramáticas en regiones como Atacama o el Maule, en las que se agudiza la sobrepo-
blación carcelaria, alcanzando un 233.5% y 197.3% de ocupación, respectivamente.

Otro de los elementos que fundan esta propuesta es la evolución de la nueva criminalidad. En los últimos 
5 años, han caído los ingresos a las cárceles de condenados por delitos menos violentos como hurto, 
cuya tasa por cada 100 mil habitantes disminuyó de 918.3 el año 2018 a 647.5 el 2023. En el mismo perio-
do la tasa de homicidios consumados pasó de
4.5 a 6.3 por cada 100 mil habitantes. Otro delito que aumentó considerablemente desde el año 2020 
en adelante es el tráfico de drogas.
 
Desde el año 2020 hasta la fecha, los ingresos a las cárceles del país por condenas relacionadas al tráfi-
co de drogas aumentó un 85%.

Lo anterior, explica la necesidad de reforzar la capacidad de los recintos penitenciarios, pero también 
de aumentar los estándares de seguridad de los penales dada la peligrosidad de los reos.

Propuesta: Construir 5 nuevas unidades penitenciarias, dos de alta seguridad con capacidad de 500 in-
ternos y tres cárceles de mediana seguridad con capacidad para 2000 reclusos con un costo estimado 

de USD 100 las de alta seguridad y USD 200 millones por cada cárcel de mediana seguridad, aseguran-
do instalaciones modernas y seguras.

Costo estimado: USD 800 millones.

4. Duplicar la capacidad de fiscalización en los principales puertos de Chile. 
Compra de nuevos escáner para contenedores.
Descripción: El año 2023, la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (Unodc), señaló 
al Puerto de San Antonio como el principal puerto de tránsito del tráfico de cocaína con origen en Co-
lombia y Perú. Los destinos de esta droga sería Europa, Estados Unidos y México. Lo anterior, además 
de ser una amenaza para la seguridad del país, genera alertas desde el punto de vista comercial. En el 
puerto de San Antonio se movilizan cerca de 1.500.000 de contenedores al año (cifra 2023), eso equi-
vale a un aproximado de 21.000.000 de toneladas de carga. De esos volúmenes de carga, solo hay ca-
pacidad para fiscalizar el 3%, o sea, sólo en el puerto de San Antonio, anualmente, hay más de 19 millo-
nes de toneladas de carga que no son fiscalizadas.

Aduanas de Chile cuenta con 16 Sistemas de revisión de Tecnología No Invasiva (TNI). De ellos, solo hay 
13 en funcionamiento. En el puerto de San Antonio sólo hay un camión escáner.
 
Se propone la adquisición de 13 sistemas de revisión de Tecnología No Invasiva (TNI) para los puertos de 
Chile que serán destinados para equipar, principalmente, los puertos de San Antonio y Valparaíso. En 
esos puertos, se moviliza más del 53% de los contenedores que transitan por el país.

Costo estimado: 44 millones de dólares.

5. Instalación de 5.000 cámaras de televigilancia en todo Chile.
Descripción: Las Condes es la municipalidad que más invierte recursos en seguridad -más de 20 mil mi-
llones de pesos al año-. Posee más de 3.200 cámaras de seguridad. La gran mayoría de las comunas del 
país tienen menos de 100 cámaras de televigilancia.

Por este motivo, se propone la entrega de 5.000 cámaras de televigilancia en las comunas de las regio-
nes en las que más aumentaron los delitos cometidos en la vía pública y que mayor tasa de victimización 
muestran, según la ENUSC (Encuesta Nacional Urbana de Seguridad Ciudadana). En ese orden, se dis-
tribuirían en las regiones de Tarapacá (aumento victimización 33,9%), Arica y Parinacota (aumento vic-
timización 31.7%%), Metropolitana (aumento victimización 27.7%%), Los Ríos (aumento victimización 
22.0%), y Valparaíso (aumento victimización 19.4%).

Costo estimado: USD 52 millones.
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